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Algunas reflexiones 
en torno a las 
valoraciones catastrales 

E l valor catastral es un valo r con­
vencional, si bien tiene una virtua­
lidad operativa de la que carecen, 

en general, otras valoraciones inmobi-
1 iarias igualmente convencionales: se 
determina con arreglo a procedimien­
tos y normas estrictamente regladas y 
se asigna a través de un acto adminis­
trativo sometido, por tanto, a todos los 
requisitos jurídicos exigibles. Por lo que 
se refiere a su definición legal, la cosa, 
aún cuando pudiera parecer un excesi­
vo apego a las tradicionales formulacio­
nes impositivistas, no puede estar más 
clara a tenor de lo establecido en la vi­
gente normativa técnica de valoración 
catastral: el valor catastral es aquél que 
como tal figura en el Catastro ( 1 ). Tam­
poco sería objetable, en este contexto, la 
traslación instrumental del valor catas­
tral a la estructura de una concreta figu­
ra tributaria, en este caso el Impuesto 
sobre Bienes lnmuebles: la base impo­
nible del Impuesto es el valor catastral, 
y así se acepta comunmente. 

Pero la Ley Reguladora de las Hacien­
das Locales no permite formu laciones 
tan sencillas. Porque segú n el artículo 

(1) Real Decreto 1020/ l 993, de 20 de junio, 
norma dos, «definiciones»: «El valor catastral de 
los bienes inmuebles de naturaleza urbana es el 
incluido en el catastro inmobiliario urbano». 

66.l de dicha Ley (2), la base imponible 
sería, sin más, el valor de los inmuebles. 
Pero el valor de los inmuebles sería a su 
vez, según también se expresa en el 
apartado dos del propio artículo, el va­
lor catastral. Y añade la Ley que este va­
lor catastral se fijará con referencia al ele 
mercado, sin que pueda exceder de és­
te. Demasiadas alusiones a distintos con­
ceptos de valor. El artículo 67 parece 
p recisar un poco más (3), pero la cues­
tión se plantea inevitablemente: ¿a qué 
valor se refiere la Ley7: ¿al de mercado?; 
¿a otro distinto (por ejemplo, el valor 

(2) Artículo 66, LRHL. «l . La base unpomble 
de este impuesto estará constituida por el valor 
de los bienes inmuebles. 2. Para la determina­
ción de la base imponible se tomará como valor 
de los bienes inmuebles el valor catastral de los 
mismos, que se fijará tomando como referencia 
el valor de mercado de aquellos, sin que. en nin­
gún caso, pueda exceder de éste». 

(3) Artículo 67. LRI IL: "1. El valor catastral 
de los bienes inmuebles de naturaleza urbana 
estará integrado por el valor del suelo y el de las 
construcciones. 2. Para calcular el valor del sue­
lo se tendrán en cuenta las circunstancias urba­
nísticas quue le aíecten. 3. Para calcular el valor 
de las construcciones se tendrán en cuenta ade­
más de las condiciones urbanísnco-edificato­
rias, su carácter histórico-arrístico, su uso o des­
tino, la calidad y la anugüedad de las mismas y 
cualquier otro factor que pueda incidir en el 
mismo». 
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corriente (4 ) a que aluden otras normas 
tributarias)?, ¿y qué es o, mejor para 
qué, en este contexto, el valor catastral? 

Ya veremos que tales interrogantes no 
son en modo alguno prácticos y poco 
ayudan, incluso desde construcciones 
doctrinales sólidas, a la compresión de 
estos fenómenos por parte del ciudada­
no. Pero la cuestión se encona ante la in­
definición que subyace en la normativa 
técnica de valoración contenida en el Re­
al Decreto 1020/93, de 25 de junio. 

Así, se pueden leer en dicho Real De­
creto expresiones de esta índole: «Las 
parcelas s in edificar podrán valorarse 
por repercusión ... con las correcciones que 
procedan en ambos casos» (norma 9, 
apartado 4.) «Cuando las especiales ca­
racterísticas de una construcción no 
permitan su identificación con algunos 
de los puntos definidos ... se realizará la 
valoración singularizada , utilizando el 
apartado valorativo que prevea la Ponen-

(4) Ver, en este sentido, Ley General Tnbu­
cana, artículo 55, que se rcíierc a los «precios 
medios del mercado». Por su parte, Julio Pala­
cios alude a trece ripos de valoraciones adm1ms­
trat1vas, nueve de carácter íiscal y cuatro de ca­
rácter no fiscal , y a1iade la reíerenc1a, al menos, 
a ocho conceptos de valor (Palacios Castellanos, 
Julio «Impuesto sobre Bienes Inmuebles» Edito­
rial de Derecho Financiero, Madrid 1993, pági­
nas 73 y s iguientes). 



cia de valores» (norma 12, apartado 3). 
«Se aplicará un coefi ciente en runción 
del estado de conservación que, a juicio 
del técnico correspondiente, puede ser 
"normal", "regular", "deficiente" o "rui­
noso"» (norma 13, coeficiente «l» ). Ca­
balmente con lo expuesto, es conocido 
el hecho de que, puestos reputados téc­
nicos a valorar un inmueble, cada uno 
de ellos asignará, ap licand o idé n tica 
normativa, un valor catastral d istinto. 

Entre una cosa y otra, el j urista d uda, 
interpreta e integra normas. El ad minis­
trado, simplemente, se siente agredido, 
no entiende, y esto puede bordear los 
límües de la segu ridad juríd ica. Hay 
múltiples a rgumentos para afirmar sin 
equívocos que el sistema ele valoracio­
nes catastrales se atiene a estos límites. 
Pero también es conveniente conoce r 
bien los puntos débiles del sis tema, pa­
ra obviarlos. Po r tanto, hay que comen­
zar por situar la seguridad jurídica en el 
frontispicio de cualquier operación re­
lativa a las valoraciones catastrales. Hay 
que conocer y subrayar cómo y por qué 
los actos ad ministrativos en que se plas­
ma la asignación de los valores catastra­
les no conculcan este p rinci pio consti­
tucional. 

Hablamos de valor catastral, y ya son 
bastan tes los inter rogan tes q ue este 
concepto suscita. Pero si nos referimos 
a la vertiente tributaria del valor o, po r 
mejor entendernos, a la base imponible 
del Impuesto sobre Bienes Inmuebles 
(algo parecido al valo r catastral, aunque 
no conceptualmente idéntico), la inci­
dencia ju ríd ico-social de la cuestión au­
menta: «A mayor valor catastral, más 
cuota a pagan>, se d ice. ¿Es esto cieno?. 
Evi dentemente no, en térm inos teóri­
cos. En la p ráctica, puede que sí. Po rque 
la cuota, que es lo que ahora interesa, 
depende de dos variables, el valo r ca­
tastral y los tipos impositivos que rijan 
los Ayu n ta mientos. Y estos ti pos no 
siem pre se comportan de un modosa­
tisfactorio en el contexto de la ramas ve­
ces p redicada «neutralidad fiscal» de 
las actualizaciones o mod ificaciones de 
los valores catastrales. Hay si n dud a, 

una disfunción intrínseca en la prop ia 
regulación legal, que sienta una articu­
lación de competencias de d ifícil aco­
modo. 

Problemas, po r tanto, de segu ridad 
juríd ica en la dete rminación del valor 
catastral y problemas en la estructura 
del impuesto, en base a la escasamente 
funcional articulación entre gestión ca­
tastral y gestión tributaria. Problemas 
q ue sumados uno a otro pueden ayudar 
a comprender las reacciones que susci­
tan las iniciativas en esta materia. 

En último extremo, es preciso refe­
rirse también a la quieb ra que respecto 
a las pautas no rmales de actuación ad ­
ministrativa suponen los p rocesos ma­
s ivos de revisiones o mod ificaciones 
catastrales. «Es cada vez más evidente el 
progresivo surgimiento de nuevas formas 
de acción no necesariamente independien­
tes y sustitutivas de las tradicionales, por 
ligadas más bien a la alteración de la ló­
gica del funcionamiento de la Adm in is­
tración inducida tanto po r las tecnolo­
gías y los medios de trabajo más idóne­
os, cuanto po r la naturaleza misma de 
sus más noved osas ta reas ... Se trata, 
fund amen talmente, de las fo rmas d e 
gestión p ropias del q ue podría denomi­
narse «management» ad min is trativo, 
en las que cabe incluir la información, 
el convencimiento, la persuasión y la 
negociación (5)». El p roceso de revisio­
nes catastrales pa rece encajar s in es­
fuerzo en este planteamiento. 

Con todas estas premisas, el conflic­
to frente a las revisiones catas trales pa­
rece servido. Procu raré a continuación 
realizar algu nas re fl exiones sobre las 
perversiones intrínsecas que pueden, s i 
no justificar, sí explicar este conflicto la­
tente. Son tres, según lo dicho, los temas 
que me p reocupan al respecto: 

• Los conceptos de valor catastral y 
valo r d e me rcado en relación con e l 
principio de segu ridad j urídica. 

(5) Parejo Alfonso, Luctano: «Crisis y renova­
ción en el Derecho Público» Centro de Estudios 
Consuruc1onales, Madnd, 1991, página 123 

• la articulación entre gestión ca­
tastral y gestión tributaria. 

• Las formas de actuación no tradi­
cionales que implican los procesos ma­
sivos de valo raciones catastrales. 

Valor catastral, valor de 
lnercado y seguridad 
jurídica 

«Cada inmueble tiene un valor real. 
Por otra pa rte, ese mismo inmueble tie­
ne un precio determinado a la hora de 
co mpra rlo o venderlo, que no coincide 
necesariamente con su valor real: es el 
valo r de mercado. Cada uno de los in­
muebles tiene asignado, además, otro 
tipo de valo res de carácter admimstra­
tivo, d istintos a su vez del valo r real y 
del valor de mercado. El valor catastral 
es p recisamente un valo r administrati­
vo, que se toma como referencia o sirve 
de base en relación con determinadas 
actuacio nes d e las Adminis traciones 
Públicas». 

«El valor catastral, como todo valo r 
fijado administrativamen te, se determi­
na con arreglo a unos criterios p revia­
mente establecidos y homogéneos. Sus 
rasgos más s ign ifi cativos so n los si ­
guientes: 

• Se obtiene a partir de las caracte­
rísricas que figu ran en el Catastro. 

• Es d isti nto al valor de mercado, si 
bien debe guardar una relación con di ­
cho valor y nunca puede ser superior al 
mis mo. 

• Es la suma del valor del suelo, por 
una parte, y del valor de las construc­
ciones, por otra, en el caso de que éstas 
existan . 

• Se calcula a través de un procedi­
miento concreto y sumamente reglado, 
que consrituye el sistema de valoración 
catastral. (6)» 

Hay mucho d e c ie rto en esta des­
cripción del valo r catastral. Pero tam-

(6) «Qué es el valor catastral». CGCCT Ma­
drid, 1990. 
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bién hay mucho de incierro. Por ejem­
plo: ¿el valor catastral es distinto al valor 
de mercado? Aparentemente sí. Pero con 
las normas en la mano las cosas ya no 
están tan claras. Volvamos a ver lo que 
dice la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales: 

• La base impo n ible de l !Bl está 
constituida por el valor de los inmue­
bles. 

• El valor de los inmuebles es el va­
lor catastral. 

• El valor catastral se fijará con refe­
rencia al valor de mercado, sin superar­
lo. 

La articulación de estas tres proposi­
ciones permite concluir que, hoy por 
hoy, lo que la Ley quiere es que la base 
imponible del IBI coincida, con el ma­
yor grado de aproximación posible, con 
el valor de mercado. Para nada habla de 
porcentajes entre un valor -el de mer­
cado- y otro - el catastral-. Más aún : 
En cuanto se supone que la actual nor­
mativa técnica de valoración quiere un 
valor catastral distinto al de mercado, 
contiene cienos aspectos comradicto­
rios. Llama la atención especialmente, 
en este sentido, el coeficienre «N» con­
tenido en la norma 14, que se proclama 
como una garantía específica de que el 
valor catastral debe coincidir con el va­
lor de mercado: «este coeficiente se 
aplicará para adecuar los resultados obte­
nidos por aplicación de las nonrws prece­
dentes a la realidad del mercado inmobi­
liario, evaluando casos de sobreprecio 
en el producto inmobiliario ... y tambié n 
para evaluar un bajo precio por fa lta de 
mercado y caída de precios ... » (7). 

Esto expuesto, podríamos suscribir 
la opinión sustentada por García-Mon­
eó cuando expresa, refiriéndose a la 

(7) Respecto al cocfirn:mc de apreciación y 
deprec1ac1ón económica y ~u s1m11itud con el 
coeficiente <le mercado aplicado en la normauva 
de tasarnin hipoteca na, véase Roca Cladcra, Jo­
sep, «Valor <le repos1rnin versus valor de mer­
cado· Anali-.1s del concepto coeficiente <le mer­
cado», rev1~ta «Catastro», CGCCT, Madnd, JU-
iio. 1992, p.igmas 9 y s1gu1cmes. · 

normativa técnica de valoraciones y a 
los procedimientos en ella contenidos, 
lo siguiente: «Del conjunto de vías alu­
didas por medio de las cuales el valor de 
mercado repercute en las valoraciones 
suministradas por el procedimiento 
técnico previsto en la Orden Ministerial 
de referencia (8), se pueden obtener, pa­
ra nosotros, dos conclusiones. De un la­
do, que el valor de mercado no sólo es 
una referencia del valor catastral, sino 
también pasa a formar parte ind isoluble 
de éste por los medios más arriba ex­
puestos .... » (9) Siendo esto así, ¿no sería 
entonces mejor calcular el valor ele mer­
cado y olvidarse lisa y llanamente del 
valor catastralt. No resulta sencilla la 
cuestión, pero ahí queda expuesta. 

Mas no conviene divagar en exceso 
sob re esta cuestión. Lo que parece fue­
ra de toda discusión es que la Ley Regu­
ladora sienta que el valor de referencia 
a efectos de calcular la base tributaria 
del Impuesto sobre Bienes Inmuebles 
es el valor de mercado y, aún ternendo 
presentes las controversias que el plan­
teamiento ha suscitado, tengo para mí 
claro que esta opción se justifica porque 
el valor de mercado es el mejor indica­
dor sintético de las posiciones relativas 
entre wdos los bienes inmobiliarios, el 
más objetivo, aquél que integra en una 
única cifra la totalidad de las caracterís­
ticas comparables ele un bien (no pue­
den formar parte del precio las caracre­
rísticas que definen una relación espe­
cial y subjetiva entre un bien y un 
individuo, tales como las vinculaciones 
afectivas, simbólicas, etc.). 

No hay que olvidar, sin embargo. que 
el valor de mercado no es, sm más, el 
precio de un inmueble. Como afirma 
Roca Cladera «es evidente que el méto-

(8) Se refiere a la Orden Mmistenal de 28 de 
diciembre de 1989, acrualmcnte derogada y sus­
mutda por el Real Decreto 1020/ 1993, de 25 de 
JUTIIO 

(9 ) Gama-Moneó, Alfonso M .. «El Impuesto 
sobre Bienes Inmueble~ y los valore-, catastra­
les». Ednonal Lcx Nova, ValladolicJ, 1993, pág. 
116. 
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do de comparación de mercado se en­
cuentra con el problema estructural de 
pasar de lo real-concreto, los precios, a 
lo general: el valor. Y dicho tránsito, in­
herente a todo buen estudio de merca­
do, no es evidente ni inmediato. Ni to­
dos los bienes en mercado son idénti­
cos al objeto de tasación (de hecho , 
muchas veces no existen inmuebles 
comparables en mercado), lo que con­
duce a la doble problemática de selec­
cionar en el mercado real los supuestos 
concretos más parecidos («compara­
bles») física y locacionalmeme, así co­
mo de realizar co rrecciones en el precio 
atendiendo a sus diferencias con el su­
jeto de la valoración. Ni los precios de 
inmuebles similares son idénticos en el 
mercado, puesto que reílejan las condi­
ciones concretas de cada comprador y 
vendedor. Aspecto , este último, que 
conduce a la estimación del valor no co­
mo una simple media aritmética de pre­
cios, sino a partir del universo de éstos 
por medio de técnicas probabilísticas y 
estadísticas rigurosas» (10). 

En último extremo, a los efectos que 
interesa destacar aquí, la definición de 
valor de mercado, esté o no plasmada 
en norma positiva, abocará siempre, in­
defectiblemente, en un concepto jurídico 
indeterminado. El profesor García de 
Enterria ha formulado respecto a la téc­
nica de los conceptos jurídicos indeter­
minados una atinada aclaración, espe­
cialmente p recisa cuando esta técnica 
es utilizada por las normas de Derecho 
Administrativo y, por tanto, se produce 
una aplicación previa unilateral por 
parte de la Administración . «Importa 
mucho no confimdir el hecho de esta apli­
cación previa ... con el uso de una potestad 
discrecional.» (11). 

La instrumentación jurídica en torno 

(10) Roca Cladera,josep, artículo cnaclo, Re­
vista «Catastro», Madrid, julio 1992. 

( l l ) Sobre los conceptos jurídicos inderer­
mmados, García de Enterría y T.R. Fernández: 
«Curso de Derecho Adm111istrativo; tomo l. Ed. 
Cíviras. Madrid, l993, pág. 443 y ss. 

a la que gira el sistema de valoraciones 
catastrales es, pues técnicamente inata­
cable, pero compleja y, por supuesto, 
perfectible. Lo que interesa subrayar es 
que, el sistema no es, ni probablemente 
pueda serlo nunca, un modelo de transpa­
rencia de cara a los administrados. Esta 
circunstancia explica bastante bién, a 
mi modo de ver, su susceptibilidad an­
te el tema. De ahí el exquisito respeto a 
las fo rmas y procedimientos con que 
debe actuar la Administración en esta 
materia. Simplemente a modo de reíle­
xión, queden aquí expuestas un par de 
sugerencias que contribuirán a dotar de 
mayor transparencia al sistema: 

• Probablemente convendría una 
simplificación de las normas técnicas a 
aplicar y una depuración de los diver­
sos módulos y coeficientes . Es posible 
que ponderando debidamente factores 
tales como superficie, antigüedad, calidad 
y localización del inmueble el valor re­
sultante fuera muy similar al que ahora 
resulta teniendo en cuenta muchos más 
factores y, por lo mismo, dificultando 
tamo la determinación del valor como 
su adecuada comprensión por parte del 
interesado ( 12). 

• Buscando siempre la seguridad 
jurídica de los administrados, habría 
que encontrar el modo de comunicar al 
interesado, junto con la notificación del 
valor, los parámetros que a él han con­
ducido, en especial los módulos aplica­
dos y los relativos a los factores a que 
ames he hecho mención. En particular, 
sería especialmente útil señalar el pre­
cio del inmueble que ha sido tenido en 
cuenta por la Administración, porque 
este es un dato que, normalmente, el in­
teresado conoce bien. 

( 1 2) El sistema establecido respecto a la revi­
sión de los valores catastrales en Francia podría 
ser un ejemplo a considerar. Ver, sobre este ex­
tremo, el artículo «La revisión de los valores ca­
tastrales en Francia» de José Antonio Núñez Bu­
tragueño, (revista «Catastro» CGCCT, Madrid , 
abril 1991 , páginas 68 y siguientes). 

La estructura f undona] 
<lel tributo: gestión 
catastral y gestión 
tributaria 

He venido h asta ahora comentando 
los problemas concernientes al valor 
catastral en sí mismo considerado, sin 
hacer apenas mención a sus repercu­
siones tributarias. Pero ya me he referi­
do a la relación «valor catastral / base 
imponible/cuota». Esta relación es algo 
asumido casi como un dogma por la ma­
yoria de la sociedad. Esto supone un ele­
mento de confusión adicional (más 
perjudicial si cabe que la problemática 
suscitada por los ambigüos conceptos 
de valor catastral y valor de mercado) 
de cara a un correcto análisis de la res­
puesta que el cuerpo social manifiesta 
en relación con las valoraciones catas­
trales. 

Es de sobra conocida la distribución 
de competencias en relación con el Im­
puesto sobre Bienes Inmuebles (13): La 
fijación, revisión y modificación de los 
valores catastrales y la formación del 
Padrón del lmpuesto se lleva a cabo por 
la Administración del Estado, a través 
del Centro de Gestión Catastral y Coa-

(13) Artículo 78 LRI IL: l. La elaboración de 
las Ponencias de valores, así como la fijación, re­
visión y modificación de los valores catastrales y 
la formación del Padrón del Impuesto, se llevará 
a cabo por el Centro de Gestión Catastral y Co­
operación Tributaria, directamente a través de 
los convenios de colaboración que se celebren 
con las Entidades Locales en los términos que 
reglamentanamente se establezca ... 2 La liqui­
dación y recaudación, así como la rev1 s1ón de los 
actos dictados en vía de gestión tribmaria de es­
te impuesto se llevará a cabo por los Ayunta­
mientos y comprenderá las funciones de conce­
sión y denegación de exenciones y bonificacio­
nes , reali zac ión de las líquidac10nes 
conducentes a la determinación de las deudas 
tributarias, emisión de los documentos de co­
bro, resolución de los expedientes de devolu­
ción de ingresos debidos, resolución de los re­
cursos que se interpongan contra dichos actos y 
actuaciones para la asistencia e in formación al 
contribuyeme referidas a las materias compren­
didas en este párrafo ... 



peración Tributaria, en tanto que la ges­
tión tributaria propiamente dicha (li­
quidación y recaudación, fundamental­
mente) es competencia de los Ayunta­
mientos. 

Digamos, de entrada, que el IBI es 
una fuente de ingresos especialmente 
relevante para los Ayuntamientos. De 
hecho, una de cada dos pesetas que in­
gresan los municipios por vía tributaria 
corresponde al Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, y una de cada tres si se con­
sidera el conjunto de ingresos locales. 
Comparto la opinión de Solé Vilanova 
cuando afirma que «vistas las caracte­
rísticas de un impuesto sobre la propie­
dad urbana, el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles (urbana) es la figura con ma­
yores posibilidades de potenciación en 
comparación con otras figuras munici­
pales (lAE, l. vehículos). El Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles es superior en 
términos de gestión, eficiencia, equidad 
e incluso elasticidad s i las revisiones ca­
tastrales están hechas con criterios ho­
mogéneos y rigurosos y de forma fre­
cuente y simultanea» (1 4). 

Resulta más que lógico, por tanto, 
que el Impuesto sobre Bienes Inmue­
bles sea un tributo local. Los munici­
pios están interesados en potenciarlo y 
han asumido su gestión y recaudación. 
Sin embargo, la determinación de la ba­
se imponible de este importante tributo 
es competencia del Estado ¿Por qué así? 
¿Hay algún imperativo irrenunciable 
que determine una concurrencia como 
la mencionada?. 

No se trata ahora de ser más o menos 
municipalista o más o menos centralis­
ta. Se trata de que, parece claro, la actual 
distribución de competencias implica 
serios problemas. Dicho de otro modo: 
la estnictura funcional del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles ocu lta una fa lacia in­
trínseca difícilmente eludible frente a 

(H ) Solé Vilanova, Joaquín· «El Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles en la 1 lacienda munici­
pal española». Revista «Catastro». CGCCT, Ma­
drid, octubre 1992 

aquellos co ntribuyentes que afi rman 
que cuanto más suba el valor catastral 
más deberán pagar. Esto, ya lo he dicho, 
no tiene ciertamente por qué ser así, y 
muchas veces no lo es. Pero tampoco 
puede afirmarse rotundamente lo con­
trario, porque la disfunción está implícita 
en la propia regulación legal, en la dicoto­
mía entre ges tión catastral y gestión tribu­
taria, una articulación de competencias 
que está irremediablemente abocada a 
provocar en la práctica conílictos entre 
Administraciones, d es in fo rmación 
frente a los administrados, confusió n, 
en fin, en el contribuyente. 

Las Corporaciones Locales presionan 
al Estado para que actualice los valores 
catastrales, en la idea de sostener su fi­
nanciación y eludir a un tiempo respon­
sabilizarse políticamente en el asunto. 
Por su parte, el Ministerio de Economía y 
Hacienda tiene un doble interés en esta 
actualización de valores: reforzar las fi­
nanzas locales y, además, racionalizar la 
estructura relativa de los valores catastra­
les procediendo a una redistribución de 
la carga fiscal. Aparentemente, hay una 
concurrencia de intereses; sin embargo, 
en la práctica, la coyuntura determinará el 
interés del momento por parte de cada Ad­
ministración, normalmente discordante (no 
resulta ciertamente extraño que los 
Ayuntamientos no acepten acrualizacio­
nes catastrales y, por tanto, incrementos 
en algunas cuotas, pocas o muchas, si ello 
puede perjudicar en un momento dado 
los genuinos intereses políticos de cada 
cual). Dicho esto, habría que dejar bien 
sentado, además, que una actuación masi­
va sobre los valores catastrales no debe, y 
probablemente no pueda, hacerse sin la par­
ticipación activa de los municipios interesa­
dos. Pues bien: los hechos son tozudos, y 
han venido mostrando que esta partici­
pación es reticente en más ocasiones de 
las debidas y, desde luego, voluble. 

Los procesos in asivos de 
valoración 

Es ahora el momento de añadir a las 
suspicacias generadas por un sistema 

no transparente y por las actitudes con­
tradictorias que muchas veces mantie­
nen quienes están llamados a confo r­
mar la opinión pública, otra considera­
ción de no menor trascendencia de cara 
a esta desconfianza : los procesos masi­
vos, como estos que nos ocupan , re­
quieren actitud es y tecnologías cuya 
comprens ión escapa al ciudadano co­
mún. Incluso el jurista (y probablemen­
te el jurista más que nadie) debe adop­
tar posiciones cautelosas ante el fenó­
meno. 

¿Qué procedimientos, cuántas apli­
caciones info rmáticas, cuántos comple­
jos algoritmos subyacen y son previos a 
la asignación individualizada del valor 
catastral? ¿Hasta dónde puede asumir el 
mdividuo estas transformaciones tec­
nológicas?. Actos jurídicos, en el sentido 
tradicional del término, solo hay tres en un 
proceso masivo de valoraciones: La deli­
mitación del suelo, la aprobación de la 
Ponencia de valores y la asignación in­
dividualizada del valor catastral. Lo de­
más es acción «real» o informal, estrate­
gias, planes, actuaciones gerenciales, 
frente a lo que la doctrina administrati­
vista aún busca una formulación con­
sistente ( 15). Acción «real» frente a actos 
ju rídicos. Nuevamente, hay que decirlo, 
el ciudadano tiene una cierta sensación 
de ser traido y llevado por ci rcunstan­
cias que se le escapan. 

Apuntes finales para una 
reflexión 

Las cuestiones relativas al valor ca­
tastral y a sus modificaciones integran 
diversos problemas jurídicos, econó­
micos y sociológicos que interfie ren en­
tre sí y cuya correcta articulación no re­
sulta sencilla. Afirmar, como se ha he­
cho, que las modificaciones catastrales 
intentadas sin éxito en 1990 no llega­
ron a buen término debido, por ejem­
plo, a fallos técnicos no pasa de ser una 

(1 5) Pare¡o Alfonso, Luc1ano. Op ctl. 
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simplificación del problema (16). Creo 
que las circuntancias intrínsecas subya­
centes al sistema, a las que reiterada­
mente he venido aludiendo, constitu­
yen bases más sólidas para indagar en 
torno al porqué de la reacción social en­
tonces producida. Sin negar la necesi­
dad de que los procesos mas ivos d e 
modificación de valores se lleven a cabo 
con todo el cuidado y meticulosidad 
que su alcance demanda, donde debe 
ponerse especial énfasis es justamente 
en este otro tipo de problemas que ata­
ñen directamente a la seguridad jurídi­
ca, a la articulación de las relaciones 
competenciales entre las distintas Ad­
ministraciones interesadas o a las nue­
vas formas de actuación administrativa. 

la obligación del investigador, más 
aún, lo que caracteriza justamente la in­
vestigación, es pasa r del misterio a la 
ciencia. Cuantos más sean los interro­
gantes, mayo r será el campo de investi­
gación . Creo que en la materia de que 
venimos hablando en estas páginas hay 
terreno suficiente para la reflexión con 
perspectivas de futuro y en busca de so­
luciones estables y eficientes. Si alguien 
quiere, podría empezar con alguno de 
estos temas, enunciados a título d e 
ejemplo: 

l. Tal vez convendría plantearse si, 
en definitiva , no habría que situar los 

(16) No puedo comparur, en este senndo, el 
criterio sustentado por García-Moneó, en su ya 
mencionada obra «El 1mpucsco sobre Bienes In ­
muebles y los valores catastrales»: «En efecco, a 
nuestro JUic10, la rcv1s1ón suspendida en el oto­
ño de 1990 adolecia de un gran defecto procedi­
mental en la elaboración de los valores no se tu­
vieron en cuenta las precisas y rigurosas normas 
técnicas ... de modo que por poner dos ejemplos 
de gran importancia no se había aplicado el co­
eficiente rcduccor a las v1v1endas de protección 
oficial. .. ni tampoco se reducía el valor de los in­
muebles arrendados sometidos a régim en de 
prórroga forzosa .. » Se refiere el autor a los coe­
ficientes O y M. Pues bien, es evidente que tales 
coeficientes no eran aplicables de oficio, smo 
únicamente a instancias de los interesados. Su 
no aplicación en primera instancia en absoluro 
puede tacharse de infracción de la normanva 
técnica. 

estudios de mercado en su justo lugar y 
basar exclusivamente en ellos las valo­
raciones catastrales. 

2. Sería conveniente acometer la ela­
boración de los pertinentes análisis es­
tadísticos que vinieran a aclarar algunos 
interrogantes de equívoca respuesta. Po r 
ejemplo: ¿En qué medida aumentan las 
cuotas del Impuesto sobre Bienes In­
muebles como consecuencia del au­
mento de los valores catastrales? ¿en qué 
medida lo hacen como consecuencia del 
aumento de los tipos impositivos?. Aún 
más, ¿qué factores intervienen en el in­
cremento d e los valores catastrales?. 
¿Qué parte de este incremento es impu­
table a una buena gestión y la corres­
pondiente incorporación de las unida­
des urbanas? ¿Cuánto es imputable a la 
actualización anual vía Ley d e Presu­
puestos y cuánto se corresponde a una 
actuación concreta de adecuación de los 
valores catastrales a los de mercado?. 
Creo que este es el camino para comen­
zar a analizar posibles disfunciones con 
conocimiento de causa ( 17). 

3. Tanto para la gestión de las opera­
ciones de revi sión y actualización de 
bases catastrales como para la detenni­
nación de valores básicos y su aplica­
ción pormenorizada habría que impli­
car a representaciones cualificadas de 
Comunidades Autónomas y Corpora­
ciones locales. En base a criterios de 
subsidiariedad , las Administraciones 
Públicas deben complementar y multi­
plicar sus propias capacidades. Deter­
minados Ayuntamientos podrán asu-

(17) Según análisis realizados por el A rea de 
Estadística del Centro de Gestión Catastral y Co­
operación Tn butana, el incremento del valor ca­
tastral de 1992 para el conjunto de las capuales 
de provincia es respecto al de l 987 de un 86%. 
De este incremenco cabe imputar el 33,5% a las 
sucesivas acrualizac1oncs, el 42,8% a las revi sio­
nes o modificaciones de valor; y el 23,7% a la in­
corporación de nuevas unidades urbanas. 

Respecto a los factores que intervienen en el 
incremento de cuotas, el A rea de Estadística pu­
blicará próximamente el resultado de las explo­
taciones que en la accuahdad se están llevando a 
cabo. 

mir todas o buena parte de las funcio­
nes de gestión catastral, mientras que 
en otros casos será mejor utilizar Las es­
tructuras técnicas y func ionales de Di­
putaciones o Mancomunidades, todo 
ello sin menoscabo del necesario papel 
homogeneizador de las Administracio­
nes Autonómica y Central en sus res­
pectivos ámbitos. 

4. En todo caso, parece necesaria la 
continuidad de una unidad especializa­
da, como el CGCCT, que pueda asumir 
la responsabilidad técnica y de coo rdi­
nación de los procesos de revisión, ade­
más de una función esencial como de­
positario de las bases de datos catastra­
les d e todo el país, garantiza nd o su 
uülización por todos los niveles de la 
Administración y asegurando pautas 
homogéneas de contenido y forma. 

Habría muchas cuestiones más que 
plantearse. Pero lo im po rtante, al cabo, 
es tener claro que las modificaciones del 
valor catastral no deben constituirse en 
objetivo por sí mismas, sino que han de 
se rvir eficazmente a los intereses del 
cuerpo social en su conjunto; y, para 
ello, hay que tener bien presentes e in­
tentar neutralizar las disfunciones in­
trínsecas del proceso a las que de forma 
somera he alud ido en estas pági nas. • 

José L Zúñiga Molleda 
Abogado 
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